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Sr. S. de Vega, presidente y 
ponente 
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 15 de 
febrero de 2024, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. yyyy, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera  
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 
  
 
 

DICTAMEN 49/2024 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 26 de enero de 2024 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
Dña. yyyy, debido a los daños y perjuicios sufridos por no haber renovado la 
Diputación Provincial de xxx1 el seguro a favor de su personal funcionario. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 1 de febrero de 2024, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 49/2024, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
al consejero S. de Vega.  

 
Primero.- El 7 de noviembre de 2023 tiene entrada en el registro de la 

Diputación Provincial de xxx1 una reclamación de responsabilidad patrimonial 
presentada por Dña. yyyy, debido a los daños y perjuicios sufridos por no tener 
concertado aquélla el seguro a favor del personal funcionario de la Diputación 
previsto en el artículo 20.4 de su Reglamento del Personal Funcionario.  
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Manifiesta en su reclamación que ha sido funcionaria de la Diputación 
de xxx1, en la que ha desempeñado “un puesto de jefa del Negociado de la 
Gerencia de la Residencia cccc adscrita a la Residencia `cccc´ de xxx2, hasta 
su jubilación por incapacidad mediante el Decreto 2023-5298, de 17 de agosto 
de 2023, toda vez que mediante Resolución de la Dirección Provincial de xxx1 
del Instituto Nacional de la Seguridad Social de fecha 14 de agosto de 2023 se 
le concede la prestación de incapacidad permanente en el grado de absoluta 
por enfermedad común con efectos [desde el] 4 de agosto de 2023”. 

 
Indica además que “En el apartado 4 del artículo 20 del Reglamento del 

Personal Funcionario de la Diputación Provincial de xxx1 (B.O.P. de xxx1 de 
24/03/2003) se establece que dicha institución deberá tener concertado un 
seguro a favor de su personal funcionario en el que entre otros se asegurará el 
riesgo de invalidez permanente absoluta o total, asignándole un capital de 
36.061 euros si esta tiene su causa en enfermedad común.  

 
»(…) Que mediante escrito de fecha 8 de agosto de 2023, (…), 

se solicitó información acerca de la vigencia del seguro contemplado en el 
Reglamento citado, siendo informada que el contrato suscrito con fecha 11 de 
junio de 2019 con la empresa (…) tuvo vigencia en la última de sus prórrogas 
hasta el 11 de junio de 2022, y que el nuevo contrato para cubrir dichos riesgos 
y capitales no ha sido suscrito aún; esto es, que el día en que se declara la 
incapacidad permanente absoluta por enfermedad común de esta solicitante 
no existía póliza en vigor, por lo que tal siniestro no se encontraba cubierto en 
la citada fecha (…)”. 

 
Considera que existe por tal causa una responsabilidad patrimonial por 

omisión, por lo que solicita 36.061 euros de indemnización, cantidad equivalente 
a la indemnización que le hubiera correspondido, caso de que el seguro hubiera 
estado en vigor, por la invalidez permanente absoluta o total. 

 
Adjunta a su reclamación la citada consulta realizada a la Administración 

sobre la vigencia del seguro y la respuesta notificada por la Diputación; la 
resolución por la que se le otorga la pensión de incapacidad permanente en el 
grado de absoluta para todo trabajo por enfermedad común; una resolución del 
Equipo de Valoración de Incapacidades de la Dirección Provincial de xxx1 del 
Instituto Nacional de la Seguridad Social; y la resolución por la que se declara 
la jubilación, por incapacidad permanente en el grado de absoluta para el 
ejercicio de sus funciones, desde el día 4 de agosto de 2023. 
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Segundo.- El 16 de noviembre de 2023 el jefe del Servicio de Personal 
de la Diputación informa que “con fecha 11 de junio de 2019 se formalizó con 
la empresa ssss, S.A. Seguros y Reaseguros Sobre la Vida Humana el seguro 
previsto en el Art. 20.4 del Reglamento del personal funcionario de la Excma. 
Diputación de xxx1, el cual ha tenido una vigencia de tres años, habiendo 
extendido sus efectos desde las 00:00 horas del día siguiente al de su 
formalización hasta las 24:00 horas del día 11/6/2022. Y que desde esta 
última fecha al momento actual no hay suscrito contrato de seguro alguno que 
atienda la responsabilidad contemplada en el citado artículo”. 

 
Tercero.- El 23 de noviembre de 2023 se nombra instructor del 

procedimiento. 
 

Cuarto.- El 7 de diciembre de 2023 el jefe del Servicio de Personal 
emite informe en los siguientes términos: 

 
“(…) 1º.- Resulta ajustado a la realidad que mediante escrito de 

fecha 7 de noviembre de 2023, (…) se solicitó por la interesada información 
acerca de la vigencia del seguro contemplado en el Reglamento citado, siendo 
informada que el contrato suscrito el 11 de junio de 2019 con la empresa (…) 
tuvo vigencia en la última de sus prorrogas hasta el 11 de junio de 2022, 
motivo por el que el día en que se declara la incapacidad permanente absoluta 
por enfermedad común de la solicitante no existía póliza en vigor, por lo que 
tal suceso no se encuentra cubierto por póliza alguna, motivo por el que la 
citada mercantil no abonará indemnización alguna por el mismo. 

 
»(…) El capital, y consecuentemente el eventual daño o lesión 

producida por la actuación omisiva, como después se analizará, ascenderá a la 
cantidad de 30.051,00 euros.  

 
»(…) En cuanto a la actividad determinante del daño no se da 

ninguna exclusión de la responsabilidad en razón a la forma de proceder del 
origen del mismo. Tal y como tiene reiteradamente declarada la jurisprudencia 
(por todas Ss. de 5/06/89, 15/02/94,9/01/87) se ha homologado como servicio 
público toda actuación, gestión actividad o tareas propias de la función 
administrativa que se ejerce, incluso por omisión o pasividad con resultado 
lesivo, siendo únicamente necesario que exista un acto o una omisión de la 
administración pública y un daño derivado de ellos.  
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»Tal actuación omisiva ha dado como resultado que el interesado 
se haya visto privada de una indemnización por un siniestro cuya cobertura 
tenía la obligación de asegurar la Diputación, (…).  

 
»En el presente caso resulta obvio que el Reglamento del 

Personal Funcionario de la Diputación contiene un mandato incumplido y entre 
esta actuación omisiva de la Diputación, y el daño existe un nexo de causalidad 
objetiva, directa y exclusiva, (…)”. 

 
Quinto.- El 26 de diciembre de 2023 el secretario general de la 

Diputación emite nota de conformidad con el citado informe del jefe del Servicio 
de Personal. 

 
Sexto.- Concedido trámite de audiencia, no consta la presentación de 

alegaciones. 
 
Séptimo.- El 24 de enero de 2024 se formula informe-propuesta de 

resolución estimatoria de la reclamación, por importe de 30.051 euros.  
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León. Corresponde a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones.  

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen en 
relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial.  
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3ª.- La reclamante está legitimada para interponer la reclamación, de 
acuerdo con la LPAC.  

 
La competencia para resolver la reclamación corresponde, según la 

propuesta de resolución remitida, al presidente de la Diputación Provincial, “en 
virtud de la cláusula residual del artículo 34.1.o) de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en cuanto atribuye al Presidente 
las demás competencias que la legislación del Estado o de las comunidades 
autónomas asignen a la Diputación y no atribuyan a otros órganos provinciales, 
como es el caso”. No obstante, el informe del jefe del Servicio de Asuntos 
Generales de la Diputación puntualiza que “si dicha resolución conlleva la 
necesidad de reconocer obligaciones de contenido económico para las que no 
existe la debida consignación presupuestaria, y que conlleva la necesidad de 
modificar el presupuesto para hacer frente a las mismas, parece que lo más 
razonable y coherente es atribuir la competencia al Pleno (…)”. 

 
La interesada ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo con 

lo establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público (LRJSP), a la que además se remite, de forma 
genérica, el artículo 54 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.  

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 

del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas; 
b) antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo sufre no 
tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a 
la Administración de la actividad dañosa, es decir, la integración del agente en 
el marco de la organización administrativa a la que pertenece o la titularidad 
pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; 
d) relación de causalidad entre la actividad administrativa y el resultado 
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dañoso, esto es, que el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o 
anormal de un servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se 
exige que la reclamación se presente antes de que transcurra un año desde el 
momento en que se produjo el hecho causante. 

 
Es doctrina de este Consejo Consultivo (por todos, los dictámenes 

188/2012, 814/2013, 1201/2008, 814/2013, 389/2018, 195/2020 y 262/2022) 
que la institución de la responsabilidad patrimonial por la inactividad de la 
Administración tiene unos contornos propios, dado que a los requisitos 
generales hay que añadir la existencia de una tarea especial otorgada a la 
Administración por el ordenamiento jurídico (artículo 103.1 de la Constitución) y 
una forma de ejercerla. La Administración, en esa posición institucional, tiene 
regulada jurídicamente su actividad en cuanto representa la manifestación del 
poder público sujeto a derecho. 

 
En los supuestos de inactividad de los poderes públicos se hace 

necesaria la delimitación correcta de la antijuridicidad. Y en dicha labor, es 
necesario analizar la presencia de los tres elementos siguientes: 

 
“- La omisión de su deber legal de obrar o actuar, determinante 

de su antijuridicidad (elemento formal). 
 
»- La constatación de una situación de pasividad o inercia de la 

Administración, situación que engarza la prueba con el estándar del servicio 
exigible (elemento material). 

 
»- Por último, lo que la dogmática llama `contenido posible del 

deber de actuar´ (elemento habilitante), para referirse a la inexistencia de 
impedimento físico-material para efectuar la actividad debida. Se trata de una 
causa justificadora cuando existen o aparecen circunstancias de la realidad 
natural o física que impiden, o no hacen conveniente tras la ponderación de 
derechos y sus consecuencias, la actuación de la Administración”. (En este 
sentido, dictámenes de este Consejo 1.201/2008, de 18 de marzo de 2009, 
188/2012, de 31 de mayo, o 814/2013, de 3 de julio de 2014, entre otros). 

 
5ª.- En cuanto al fondo del asunto, se trata de determinar si la 

reclamante tiene derecho a percibir una indemnización en concepto de 
responsabilidad patrimonial, debido a los daños y perjuicios sufridos por la 
omisión de la renovación de un seguro previsto en un reglamento orgánico. 
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La Administración consultante no cuestiona su voluntad permanente e 
ininterrumpida, plasmada en el Reglamento del Personal Funcionario de la 
Diputación (B.O.P. de xxx1 de 24 de marzo de 2003), de seguir suscribiendo el 
seguro, sin que exista referencia alguna a que el mismo fuera a ser revocado. 
Esto es, solo aparentemente por un descuido, el seguro se dejó de renovar 
durante un periodo de tiempo, coincidente con la producción del suceso, por lo 
que por esta causa la situación de la reclamante ya no se encontraba bajo 
cobertura.  

 
Por otra parte, no existe duda alguna de que en el presente caso se ha 

producido un daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado, 
consistente en la cantidad que hubiera percibido la interesada (30.051 euros) 
teniendo en cuenta la modalidad de la póliza contratada y su cobertura. 

 
Como señala en un caso similar el Tribunal Superior de Justicia de 

Castilla y León, Sala de lo Contencioso-administrativo de Burgos, en la sentencia 
382/2002, de 10 octubre (rec. 374/2001), “el título de imputación viene dado 
por la titularidad administrativa del servicio o actividad en cuyo ámbito se 
produjo el daño, siendo imputable al Ayuntamiento demandado. 

 
“(…) Téngase en cuenta, además, en lo que se refiere a la 

percepción de otras posibles indemnizaciones que en el presente caso nos 
encontramos ante riesgos cubiertos en personas y que, por otra parte, la 
jurisprudencia se ha pronunciado favorablemente a la compatibilidad de las 
indemnizaciones a percibir por varios conceptos, pues lo importante en 
palabras de la STS de 17 Nov. 2000, rec. 455/1996, que el título jurídico por el 
que se reconoce la compensación sea distinto. Y cabe también la 
compatibilidad de indemnizaciones si ambas tienen un origen, fundamento, 
características y régimen jurídico distintos, o si finalmente, no se ha llegado a 
una plenitud de la reparación integral, criterio éste reiterado por la 
jurisprudencia de esta Sala y que se recoge, por ejemplo, en las siguientes 
sentencias 26 Jul. 1995, 20 May. 1996, 19 Sep. 1996; 16 Abr. 1998, y 4 Feb. 
1999”. 

 
Por todo ello, al constar acreditada la relación de causalidad entre la 

referida omisión y el perjuicio económico producido a la reclamante, debe 
estimarse la reclamación presentada. 

 
6ª.- En cuanto al importe de la indemnización, como acertadamente 

establece el informe propuesta remitido, esta debe coincidir con la cantidad 
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que hubiera de haberse hecho efectiva a la reclamante (30.051 euros) en caso 
de estar vigente la referida póliza del seguro. 

 
En este punto, resulta preciso aclarar que la interesada solicita 36.061 

euros. Ahora bien, esa cuantía corresponde a los supuestos de fallecimiento 
por accidente laboral que constituye un riesgo distinto al que concurre en este 
supuesto (incapacidad permanente absoluta por enfermedad común). 

 
En este sentido, el artículo 20.4 del Reglamento del Personal Funcionario 

de la Diputación Provincial de xxx1 establece que dicha institución deberá 
tener concertado un seguro a favor de su personal funcionario en el que, entre 
otros, se asegurará el riesgo de invalidez permanente absoluta o total, 
asignándole un capital de 30.051 euros si esta tiene su causa en enfermedad 
común, como ocurre en este caso. 

 
Por otro lado, la interesada no presenta escrito de alegaciones en el que 

discuta la cuantía reconocida por la Administración.  
 

En todo caso, el importe de la indemnización deberá actualizarse a la 
fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 34.3 de la LRJSP. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria parcial, por importe de 30.051 

euros, en el procedimiento de responsabilidad patrimonial iniciado como 
consecuencia de la reclamación presentada por Dña. yyyy, debido a los daños 
y perjuicios sufridos por no haber renovado la Diputación Provincial de xxx1 el 
seguro a favor del personal funcionario. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


